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León, Guanajuato, a 6 seis de abril del año 2011 dos mil once. . . . . . . . . . 
V i s t o s  para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el número 340/2010-JN, promovido por el ciudadano Alejandro Barrientos Oñate; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación del requerimiento de pago impugnado, ya que consta que dicha notificación fue el día 29 veintinueve de julio del año 2010 dos mil diez, lo que acepta el actor, expresamente en su demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados en la presente causa administrativa, consistentes en el requerimiento de pago del crédito fiscal, de fecha 11 once de mayo del 2010 dos mil diez, respecto del crédito número 0634028 (cero-seis-tres-cuatro-cero-dos-ocho); por la cantidad de $5,850.72 (Cinco mil ochocientos cincuenta pesos 72/100 moneda nacional); así como su acta de notificación de fecha 29 veintinueve de julio del mismo año; se encuentra debidamente acreditada en autos con la copia al carbón del propio requerimiento y que contiene también el acta de notificación, (visible en autos, en copia certificada, a foja 8 ocho); documental que merece pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de la copia al carbón de un documento público al ser emitido por las autoridades demandadas en el ejercicio de sus atribuciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 11 once de mayo de 2010 dos mil diez, la Directora General de Ingresos emitió el Requerimiento de pago del crédito número 0634028 (cero-seis-tres-cuatro-cero-dos-ocho) por la cantidad de $5,850.72 (Cinco mil ochocientos cincuenta pesos 72/100 moneda nacional); derivado de una multa impuesta por Desarrollo Urbano, por la cantidad de $5,736.00 (Cinco mil setecientos treinta y seis pesos 00/100 Moneda Nacional) y $114.72 (Ciento catorce pesos 72/100 Moneda Nacional) por concepto de gastos de ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Dicho requerimiento se notificó al actor, el día 29 veintinueve de julio del 2010 dos mil diez, por el ciudadano Felipe González Gamiño, en su carácter de Ministro Ejecutor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Requerimiento de pago y notificación que el actor estima ilegales, toda vez que argumenta que carece de las formalidades legales, porque dicho crédito ya prescribió; que no se hizo debidamente la designación del ministro ejecutor; y, que carecen de fundamentación y motivación, situaciones que las demandadas contradicen directamente, principalmente el inspector demandado; ya que señalan que la prescripción debe solicitarla a la autoridad fiscal; que sí fue designado el Ministro Ejecutor por la Directora General de Ingresos; y, que los actos se encuentran debidamente fundados y motivados, constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

QUINTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

En el presente proceso administrativo, las autoridades demandadas no hicieron valer causal alguna de improcedencia o sobreseimiento; en tanto que de oficio, este Juzgador, no advierte la actualización de alguna que impida el estudio del fondo del asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados por el actor, en su escrito de demanda. . .

De los conceptos de impugnación planteados, este Juzgador se avocará al estudio del que se considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el marcado como Segundo; sin necesidad de transcribirlo, así como tampoco los restantes, sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en el señalado segundo concepto de impugnación, manifiesta el actor: “AGRAVIO SEGUNDO.- Me causa agravio… derivado de que sin ser perito en la materia, se aprecia que tanto el requerimiento de pago,…se emitieron originalmente por computadora, imprimiéndose en impresora de las llamadas ‘de punto’, dejando en blanco… el nombre del ministro ejecutor,… suponiendo que esos espacios se llenaron posteriormente con el nombre de 43 Felipe González G.,... toda vez que se percibe a simple vista la diferencia de escritura en el nombre del ministro ejecutor… así como en la inclinación del nombre… no tengo la certeza jurídica que el C. 43 Felipe González G., fuera el comisionado para cumplir los actos de autoridad…, ya que desconozco si era la persona… designada por la Directora General de Ingresos…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al respecto, la Directora General de Ingresos, en su contestación de demanda, no hizo argumentos concretos respecto de lo expresado por el actor en el concepto de impugnación que se examina, en tanto que el Ministro Ejecutor expuso: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“…, en el documento de requerimiento de pago, si fui designado por parte de la Directora General de Ingresos…, lo anterior se aprecia en dicho documento, además el hecho de que… se percibe a simple vista la diferencia de escritura… lo que importa es quien haya designado al Ministro Ejecutor… ya que la simple manifestación que realiza el actor no basta para desvirtuar la presunción de legalidad del acto administrativo…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Una vez analizado el requerimiento de pago, para quien resuelve resulta fundado el concepto de impugnación en estudio, pues en el mismo se aprecia claramente que en el espacio destinado al nombre del Ministro Ejecutor, se asentó “43 FELIPE GONZALEZ G.” con letra distinta a las letras de impresión del resto de formato del requerimiento de pago; lo que lleva a concluir que no fue la voluntad de la Directora General de Ingresos el ordenar a dicho Ministro Ejecutor a requerir el pago del crédito número 0634028 (cero-seis-tres-cuatro-cero-dos-ocho), sino que el requerimiento lo emitió en forma genérica y que posteriormente fue plasmado el nombre del Ministro Ejecutor demandado, vulnerándose con ello el contenido del primer párrafo del artículo 96 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que invoca y transcribe el actor en su demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tal precepto establece: “Artículo 96.- El ejecutor designado por la Tesorería Municipal se constituirá en el domicilio del deudor y practicará la diligencia del requerimiento de pago y embargo de bienes, con intervención de la negociación en su caso, cumpliendo las formalidades que señalen para las notificaciones personales. De esta diligencia se levantará acta pormenorizada de la que se entregará copia a la persona con quien se entienda la misma.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo que se desprende que corresponde a la Tesorería Municipal, en este caso, a través de la Titular de la Dirección General de Ingresos, la facultad exclusiva de designar al Ministro Ejecutor que vaya a efectuar el requerimiento de pago, porque así lo establece la propia Ley; luego entonces, resulta lógico presumir que sí la autoridad competente emite un requerimiento de pago, todos sus elementos, tanto genéricos como los específicos, deben estar anotados con un mismo tipo de letra, porque todo proviene de la voluntad decisoria de esa autoridad para ordenar que cierta persona, del personal que tenga adscrito, requiera el pago del crédito fiscal. . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por consiguiente, en el caso concreto, si como se advierte del requerimiento de pago, en el que se aprecia que el espacio relativo al Ministro Ejecutor, aparece lleno con letra distinta al resto del cuerpo del requerimiento, el nombre de “43 FELIPE GONZÁLEZ G”; resulta que no se encuentra debidamente expresada esa voluntad decisoria de la titular de la dependencia; viciando de ilegal tal determinación, pues resulta evidente que, ese espacio inicialmente dejado en blanco, fue llenado posteriormente a la elaboración del requerimiento; existiendo la presunción de que fue el propio ciudadano Felipe González Gamiño, quien estampó su nombre en el requerimiento de pago, toda vez que en el acta de notificación de requerimiento se observa que anotó su nombre, con la misma letra en la que consta su nombre en el requerimiento de pago,  por lo que no se cumple con lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 96 antes señalado, en el sentido de que el Ejecutor o Ministro Ejecutor, sea designado por la Tesorería Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

   
Al caso, resulta aplicable la siguiente Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la letra señala: 

“REQUERIMIENTO DE PAGO Y EMBARGO EN MATERIA FISCAL. CONTRAVIENE LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA, CUANDO SE TRATE DE UN MACHOTE IMPRESO CON ESPACIOS EN BLANCO PARA RELLENAR CON LETRA MANUSCRITA, O CUANDO SE ADVIERTA DE MANERA NOTORIA QUE LA IMPRESIÓN DEL NOMBRE DEL PERSONAL ACTUANTE ES POSTERIOR A LA ELABORACIÓN DEL DOCUMENTO. Los artículos 151 y 152 del Código Fiscal de la Federación establecen que las autoridades fiscales se encuentran facultadas para hacer efectivos los créditos a favor del fisco, a través del procedimiento administrativo de ejecución, el cual debe satisfacer, además de los requisitos mencionados en dichos artículos, las exigencias contenidas en los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 38 del referido código. En ese sentido, la existencia de un mandamiento de requerimiento de pago y embargo con dos tipos de letra notoriamente distintos, referidos unos a los elementos genéricos y otros a la designación del ejecutor para llevar a cabo la diligencia respectiva, por sí sola no acredita que haya sido formulado en parte por la autoridad competente para emitir la orden (los elementos genéricos), y en otra por la autoridad actuante (los relativos a su designación), ni tampoco evidencia fehacientemente que se hayan cumplido tales requisitos constitucionales y legales, pues tratándose de una garantía individual debe exigirse su exacto acatamiento. En consecuencia, cuando se trate de un machote impreso con espacios en blanco para rellenar con letra manuscrita, o cuando se advierta de manera notoria que la impresión del nombre del personal actuante es posterior a la elaboración del documento, lleva a concluir que dicha designación no fue realizada por la autoridad exactora, la única competente para realizar dicho nombramiento, atento a lo dispuesto en el indicado artículo 152”. Novena Época. Registro: 181458. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.  XIX, Mayo de 2004. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: 2a./J. 48/2004. Página:   592. Contradicción de tesis 10/2004-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 16 de abril de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: María Dolores Omaña Ramírez. Tesis de jurisprudencia 48/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintitrés de abril de dos mil cuatro. . . 

Así las cosas, queda demostrado que el requerimiento de pago de fecha 11 once de mayo de 2010 dos mil diez, se emitió sin respetar lo establecido en el primer párrafo del artículo 96 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, por lo que el mismo resulta ilegal; pues existe una omisión de requisitos formales para su emisión; omisión que estriba precisamente, en la exteriorización de la voluntad de la autoridad competente para designar al Ministro Ejecutor que deba requerir el pago del crédito fiscal. . . 

Por lo anterior, al resultar fundado el concepto de impugnación en estudio, con sustento en los artículos 300, fracción II, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede decretar la nulidad total del requerimiento de pago del crédito número 0634028 (cero-seis-tres-cuatro-cero-dos-ocho), de fecha 11 once de mayo de 2010 dos mil diez, así como también la nulidad total de su notificación, practicada el 29 veintinueve de julio del mismo año, al ser un acto posterior y consecuente al requerimiento de pago antes anulado. . . . . . . . . . 

No es óbice a lo anterior, el señalar que si bien es cierto, el Ministro Ejecutor -Felipe González Gamiño- en su contestación de demanda, afirma que si fue designado por la Directora General de Ingresos (visible a foja 18 dieciocho), cierto es también que, bajo el principio general de derecho de que “la prueba incumbe al que afirma, no al que niega”, en el presente caso, el Ministro Ejecutor demandado no ofreció ni aportó medio de convicción alguno que demostrara su afirmación en el sentido de que fue designado por la Directora General de Ingresos, por ello no puede ser tomada en cuenta esa afirmación. . . . 

SÉPTIMO.- En virtud de que el segundo concepto de impugnación, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total del acto que se impugna; resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II; y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido por el actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
TERCERO.- Se decreta la nulidad total del requerimiento de pago del crédito fiscal, de fecha 11 once de mayo del 2010 dos mil diez, respecto del crédito número 0634028 (cero-seis-tres-cuatro-cero-dos-ocho); así como también la nulidad total de su notificación, que consta en acta de fecha 29 veintinueve de julio del mismo año; lo anterior atento a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando Sexto de esta Sentencia. . . . . . . 
Notifíquese al actor personalmente y a las autoridades demandadas por oficio. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

